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Resumen: Este artículo, con el fin objeto de profundizar en el contenido del derecho 
de huelga como derecho humano y fundamental, presenta una visión comparada entre 
cuatro pronunciamientos jurisprudenciales de altos tribunales y un tribunal internacio-
nal de derechos humanos en materia de restricciones al derecho de huelga. En cada ca-
so se analiza el carácter fundamental del derecho y la evaluación a la medida restrictiva 
utilizada por el tribunal, valorando cómo ello influye en la decisión de fondo alcanzada.
Palabras clave: huelga; derechos fundamentales; restricciones; tribunales constitucio-
nales; sistema interamericano de derechos humanos.

Abstract: This article, with the object of  deepening in the content of  the right to 
strike as a fundamental and human right, presents a comparative vision between four 
judicial decisions of  high courts and an international human rights court in the matter 
of  restrictions of  the right to strike. In each case, the quality of  the right as fundamen-
tal and the evaluation of  the restrictive measure used by the court is analyzed, assessing 
how it influences the substantive decision reached.
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Résumé: Afin d’approfondir le contenu du droit de grève en tant que droit fondamen-
tal de l’homme, cet article compare quatre décisions de juridictions supérieures et d’un 
tribunal international des droits de l’homme concernant les restrictions au droit de 
grève. Dans chaque cas, on analyse le caractère fondamental du droit et l’appréciation 
de la mesure restrictive utilisée par le tribunal, en évaluant comment cela influe sur la 
décision de fond.
Mots-clés: grève; droits fondamentaux; restrictions; tribunaux constitutionnels; système 
interaméricain des droits de l’homme.

Sumario: I. Presentación. II. El asunto del carácter fundamental del derecho a huelga. III. Cuatro 
restricciones y cuatro evaluaciones. IV. A modo de corolario. V. Bibliografía.

Sin huelga lo que hay es mendicidad colectiva.
Roger Blanpain

I. Presentación

El derecho a la huelga, corolario indisociable de la libertad sindical1 y, por vir-
tud propia, derecho humano y fundamental,2 pareciera no estar protegido por el 
principio general de “la libertad es la regla, la restricción es la excepción”.3 Por 
el contrario, la mayoría de los ordenamientos jurídicos ciñen en buena parte su 
ejercicio, a través de medidas de variada índole.4 El llamado a la justicia consti-
tucional —nacional o internacional—5 es a evaluar con precisión cada una de 

1   OIT, Libertad sindical y negociación colectiva; Informe III (Parte 4B) de la Comisión de Expertos 
en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, estudio general presentado ante la 81a. reunión de la 
Conferencia Internacional del Trabajo, Ginebra, 1994, párr. 151.

2   Carballo Mena, César Augusto, Derecho del trabajo: trazos cardinales, consultado del original, 
pp. 208-209.

3   Casal, Jesús María, Los derechos fundamentales y sus restricciones; constitucionalismo comparado y 
jurisprudencia interamericana, Bogotá, Temis; Konrad Adenauer Stiftung, 2020, p. 44.

4   Ermida Uriarte, Oscar, La flexibilización de la huelga, Montevideo, Fundación de Cultura 
Universitaria, 1999, p. 9.

5   Ayala, Carlos, Hacia una justicia constitucional internacional de los derechos humanos, Ciudad de 
México, Tirant lo Blanch, 2024, pp. 71-72.
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esas medidas, para pronunciarse sobre la compatibilidad de éstas con el régimen 
constitucional del derecho, y proteger así la supremacía constitucional.6 La tran-
sición histórica de la huelga —que pasó de ser una de conducta criminalizada 
y perseguida a convertirse en un derecho fundamental— es una consecuencia 
de los avances en materia de derechos económicos, sociales y culturales que se 
derivan del constitucionalismo social.7 Así, sería tozudo omitir el rol crucial que 
jugaron los ordenamientos nacionales, a la par de la aplicación de las normas 
internacionales del trabajo por los órganos de control de la OIT,8 en la configu-
ración del perfil del derecho de huelga que hoy impera.

Observar el tratamiento jurisprudencial de las restricciones al derecho a la 
huelga en distintas latitudes es un mecanismo útil para enfrentar dos fenóme-
nos: el alcance de las protecciones a la huelga dentro de un sistema, y los me-
canismos de análisis que emplea el juzgador para valorar las restricciones a los 
derechos fundamentales. De tal suerte que, el método de estudio que nos plan-
teamos, cumple un propósito que vacila entre el derecho constitucional y el de-
recho del trabajo.

Así las cosas, nuestro objeto en este ensayo es hacer lo propio. Estudiaremos 
sentencias proferidas por los más altos tribunales en España, Alemania, Esta-
dos Unidos y el sistema interamericano de derechos humanos. A través de su 
análisis, estableceremos (1) el carácter de la huelga como derecho fundamental, 
su titularidad y contenido en el ordenamiento jurídico en cuestión, y (2) la ad-
misibilidad de las medidas restrictivas a las que se somete el derecho a la huelga. 
A raíz de lo anterior, nos permitiremos esbozar algunas conclusiones sobre el 
derecho a huelga.

6   Brewer-Carías, Allan, “La justicia constitucional como garantía de la Constitución”, en 
Bogdandy, Armin von, Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, y Morales Antoniazzi, Mariela (coords.), 
La justicia constitucional y su internacionalización. ¿Hacia un Ius Constitutionale Commune en América 
Latina?, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2010, t. I, pp. 57-59.

7   Nogueira Alcalá, Humberto, “Los derechos económicos, sociales y culturales como 
derechos fundamentales efectivos en el constitucionalismo democrático latinoamericano”, Es-
tudios Constitucionales, Chile, año 7, núm. 2, 2009, p. 144.

8   La CEACR ha sostenido desde 1959 la relación entre huelga y libertad sindical. Véase 
OIT, Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones ante la 43a. reu-
nión de la Conferencia Internacional del Trabajo, Informe III (Parte IV), 1959, párr. 68.
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II. El asunto del carácter fundamental del derecho a huelga

Un derecho es fundamental en tanto es considerado trascendental en una co-
munidad política determinada y se reconoce en la Constitución.9 Podemos alu-
dir así a tres paradigmas presentes en los casos que comentaremos: la huelga 
puede (1) ser un derecho fundamental expresamente declarado como tal; (2) 
derivarse del reconocimiento de la libertad de asociación —más concretamente, 
la libertad sindical—, o (3) no revestir un carácter fundamental. La ubicación de 
un ordenamiento jurídico en alguno de estos paradigmas afectará el análisis que 
ha de hacerse de las medidas restrictivas.

En España, encontramos un caso del primer paradigma cuando la norma 
fundamental indica que “se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores 
para la defensa de sus intereses”.10 La mera ubicación de la norma (en el capí-
tulo “derechos y libertades”) nos revela lo que luego confirmaría el Tribunal 
Constitucional: “El art. 28.2 de la Constitución [...] introduce en el ordenamien-
to jurídico español una importante novedad: la proclamación de la huelga como 
derecho subjetivo y como derecho de carácter fundamental”.11 Por lo tanto, no 
queda duda de que en el caso español la huelga goza del estatus de un derecho 
fundamental.

En relación con la titularidad y el contenido, hablamos de una titularidad sin-
gular del derecho de huelga —incluido el derecho de sumarse o no a ella—; su 
ejercicio requiere una dimensión colectiva12 o, cuando menos, pluriindividual.13 
Por otro lado, su contenido se traduce en la facultad de convocar y participar 
en “la cesación de la prestación de servicios por los trabajadores”.14 Ello, con 
ánimos reivindicativos de los derechos laborales, por lo que resultan inadmisi-
bles, bajo este régimen, las huelgas que tienen por objeto postular reclamos en 
materia de derechos económicos y sociales en general.

9   Casal, Jesús María, op. cit., p. 21.
10   Constitución de España, artículo 28, apartado 2.
11   Tribunal Constitucional, sentencia 11/1981 de 8 de abril de 1981, fundamento jurídico 

9, España.
12   Ibidem, fundamento jurídico 11.
13   Arese, César, Derechos humanos laborales: teoría y práctica de un nuevo derecho del trabajo, Bue-

nos Aires, Rubinzal Culzoni, 2014, p. 355.
14   Real Decreto-Ley 17/1977 de 4 de marzo, sobre relaciones de trabajo, artículo 7, Es-

paña.
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El caso alemán se encuadra en el segundo paradigma. En efecto, la ley funda-
mental consagra, en su artículo 9.3, la libertad de asociación sindical (koalitions-
freiheit); sin embargo, ha sido la jurisprudencia constitucional la que ha señalado 
que el ámbito de protección de dicho derecho se extiende a las actividades típi-
cas de las organizaciones sindicales —no sólo al mero derecho a asociarse—.15 
Esto incluye claramente a la huelga como una medida para la lucha laboral 
“[que] se contemplan en todo caso, dentro de la libertad de asociación sindical, 
en la medida que son necesarias para asegurar la funcionalidad de la autonomía 
de la negociación colectiva”.16

Encontramos, así, que los titulares de este derecho fundamental son los in-
dividuos en su cualidad de actores económicos (empleadores o trabajadores), 
incluidos los trabajadores del sector público y los funcionarios.17 También debe-
mos señalar la íntima relación que se establece entre el ejercicio de la huelga y la 
negociación colectiva; para tener la protección constitucional, la huelga debe ser 
iniciada por un sindicato y estar relacionada con una negociación colectiva.18 A 
diferencia del caso español, no se delimita la huelga a una única modalidad, sino 
que se permite cualquier actividad dirigida a alcanzar el objetivo de asegurar una 
negociación colectiva libre y efectiva.

El Sistema Interamericano se encuentra en un intermedio entre ambos casos, 
ya que su norma básica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(CADH), no hace alusión expresa a la huelga, aunque sí lo hace el Protocolo adi-
cional en materia de derechos económicos, sociales y culturales, el Protocolo de 
San Salvador (PSS).19 Ahora bien, la jurisprudencia de la Corte IDH ha tornado 
explícito el reconocimiento del derecho a huelga mediante la conjunción de los 

15   Sentencia BVerfGE 19, 303 (Estación central de Dortmund), consultada en Schwabe, 
Jürgen (comp.), Jurisprudencia del Tribunal Constitucional federal alemán, trad. de Marcela Anzola Gil 
y Emilio Maus Ratz, México, Konrad Adenauer Stiftung, 2009, p. 294: “El artículo 9, párrafo 
3 de la Ley Fundamental protege no sólo el derecho de asociarse que tiene cualquier persona 
o profesional, incluyendo a los funcionarios públicos, sino además la asociación sindical como 
tal, y su derecho a perseguir [sus objetivos], mediante actividades específicamente relacionadas 
con la asociación”.

16   Sentencia BVerfGE 84, 212, consultada en ibidem, p. 304.
17   Sentencia BVerfGE 19, 303, citada supra.
18   BVerfG, orden de la tercera cámara del segundo Senado de 26 de marzo de 2014 —1 

BvR 3185/09—, párr. 26.
19   OEA, Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, San Salvador, 1988, artículo 8,1), b).
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artículos 16 (libertad de asociación), y 26 (derechos económicos, sociales y cul-
turales), en los términos que expondremos enseguida. En su sentencia del caso 
Baena Ricardo, la Corte IDH señaló que “[a]l considerar si se configuró o no en 
el caso en cuestión la violación de la libertad de asociación, ésta debe ser anali-
zada en relación con la libertad sindical”.20 La Corte, con esta frase, reconoció 
que la libertad de asociación en materia laboral tiene una dimensión propia, la 
denominada libertad sindical. Posteriormente ha señalado, en esa misma línea, 
que “la protección del derecho a la negociación colectiva y a la huelga, como 
herramientas esenciales de los derechos de asociación y a la libertad sindical, es 
fundamental”.21 Por otro lado, el artículo 26 de la Convención hace una deriva-
ción a las normas de la Carta de la OEA, la cual en su artículo 45(c) reconoce 
expresamente el derecho a la huelga.22 Dada la interdependencia e indivisibili-
dad de los derechos humanos, la Corte ha indicado que todos los derechos son 
inmediatamente exigibles,23 y ha resuelto clasificar las obligaciones relativas a los 
DESCA en dos: de exigibilidad inmediata o de carácter progresivo.24 Son de exi-
gibilidad inmediata, según la CIDH, las obligaciones de: (1) respeto y la garantía, 
(2) aplicación del principio de no discriminación; (3) adopción de medidas para 
lograr el goce de los derechos, y (4) ofrecer recursos idóneos y efectivos para su 
protección.25

20   Corte IDH, Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, fondo, reparaciones y costas, sentencia 
de 2 de febrero de 2001, párr. 156. Resaltados propios.

21   Corte IDH, Opinión consultiva OC-27/21: Derechos a la libertad sindical, negociación 
colectiva y huelga, y su relación con otros derechos, con perspectiva de género, sentencia de 5 
de mayo de 2021, párr. 124.

22   OEA, Carta de la Organización de Estados Americanos, Bogotá, 1948, resaltados propios:
Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar la plena rea-

lización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo eco-
nómico y verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los 
siguientes principios y mecanismos: […] c) Los empleadores y los trabajadores, tanto rurales 
como urbanos, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa y promoción de sus 
intereses, incluyendo el derecho de negociación colectiva y el de huelga por parte de los trabajadores, el 
reconocimiento de la personería jurídica de las asociaciones y la protección de su libertad e 
independencia, todo de conformidad con la legislación respectiva [...].

23   Corte IDH, Caso Lagos del Campo vs. Perú, excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas, sentencia de 31 de agosto de 2017, párr. 141.

24   Corte IDH, Caso de los Buzos Mizkitos (Lemoth Morris y otros) vs. Honduras, sentencia de 
31 de agosto de 2021, párr. 66.

25   CIDH, Informe núm. 157/19, Caso 12.432 (Extrabajadores del Organismo Judicial), 28 de 
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Sobre la base de lo anterior, la Corte ha señalado que (1) el derecho a huelga 
está protegido por los artículos 16 y 26 de la Convención; (2) que éste es exigi-
ble ante la jurisdicción interamericana, y (3), en relación con él, debe el Estado 
cumplir ciertas obligaciones que son de inmediata exigibilidad, como la no in-
jerencia y la creación de un entorno seguro para su ejercicio.26 Así, se ha supe-
rado en alguna medida el obstáculo impuesto por el PSS27 y se ha reconocido 
indirectamente a través de la libertad sindical.

La titularidad de derechos humanos, por principio, le corresponde a las per-
sonas naturales;28 ello incluye al derecho de libertad de asociación, el cual, confi-
gurado en clave laboral, es una libertad sindical. A modo de excepción, la Corte 
ha señalado que “la protección de los derechos de los sindicatos, las federacio-
nes y las confederaciones es indispensable para salvaguardar el derecho de los 
trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección”.29 Así, se decla-
ró que el PSS efectivamente consagra derechos cuya titularidad también corres-
ponde a las organizaciones sindicales.30

Ahora bien, hablando concretamente de la huelga, la Carta de la OEA es 
diáfana al señalar que los derechos de negociación colectiva y huelga se pueden 
ejercer “por parte de los trabajadores”.31 Con esa redacción, el Sistema Intera-
mericano reconoce que la titularidad de la huelga no reposa en las organizacio-
nes sindicales, sino en los trabajadores —y únicamente en los trabajadores, sin 

septiembre de 2019, párr. 77.
26   Corte IDH, Caso Huilca Tecse vs. Perú, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 3 de 

marzo de 2005, párr. 77 y Opinión consultiva OC-27/21, cit., párr. 111.
27   En relación con la exigibilidad de los derechos por él contenidos, el PSS solo reconocía 

como exigibles los señalados por sus artículos 8.1.a (libertad de organización sindical) y 13.3.a 
(educación primaria) ante la Comisión Interamericana y, por tanto, la Corte.

28   En principio, las personas jurídicas no son titulares de derechos ante el Sistema Intera-
mericano, que solo protege los derechos de la “persona humana”. Véase Corte IDH, Opinión 
consultiva OC-22/16: Titularidad de derechos de las personas jurídicas en el Sistema Interame-
ricano de Derechos Humanos, entencia de 26 de febrero de 2016, párrs. 34-36 y 70.

29   Ibidem, párr. 96.
30   Ibidem, párr. 97.
31   OEA, Carta de la Organización de Estados Americanos, Bogotá, 1948, artículo 45 (c), que 

expresa: “Los empleadores y los trabajadores, tanto rurales como urbanos, tienen el derecho 
de asociarse libremente para la defensa y promoción de sus intereses, incluyendo el derecho de nego-
ciación colectiva y el de huelga por parte de los trabajadores, el reconocimiento de la personería jurídica 
de las asociaciones y la protección de su libertad e independencia, todo de conformidad con 
la legislación respectiva”.
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hacer mención a los empleadores—, aunque, por la estructura del derecho, su 
ejercicio no pueda ser individual. Lo cierto es que la facultad de unirse, o no, a 
una huelga está en cabeza de la persona trabajadora.

El último paradigma lo encontramos en el caso de los Estados Unidos, que 
no consagra un derecho fundamental a la huelga. En una única ocasión la Corte 
Suprema de Justicia de los Estados Unidos (SCOTUS o Corte Suprema), se-
ñaló que el derecho a sindicalizarse era un derecho fundamental de los trabaja-
dores.32 Sin embargo, mientras que más adelante se intentaría fundamentar un 
hipotético derecho constitucional a huelga, bajo el amparo del debido proceso 
(Enmienda V), la prohibición de servidumbre (Enmienda XIII) y la libertad de 
asociación (Enmienda I), la realidad es que ninguna de las fundamentaciones 
ha fijado pacíficamente tal cosa como un derecho a la huelga en la Constitución 
de los Estados Unidos.33

Ahora bien, visto que no hay un fundamento constitucional para el derecho 
a la huelga, cabe preguntarse ¿podría el derecho a la huelga aun así ser funda-
mental? La puridad conceptual sugeriría lo contrario,34 aunque la propia Junta 
Nacional de Relaciones Laborales (NLRB por sus siglas en inglés) indica que “el 
derecho a la huelga es fundamental en virtud del NLRA”,35 creemos que ello 
debe entenderse como un error semántico, puesto que la propia doctrina nor-
teamericana alude a la constitucionalización como requisito sine qua non para 
considerar a un derecho como fundamental.36

En su consagración del derecho a la huelga, el NLRA opta por una vía si-
milar a la del Convenio núm. 87,37 que refiere a la huelga indirectamente, en 
tanto se reconoce que ella configura una de las actividades concertadas con 

32   SCOTUS, Caso NLRB vs. Jones y Laughlin Steel Corp., 301 U.S. 1 (1937), sentencia, 12 de 
abril de 1937, p. 33.

33   Pope, James Gray, “The right to strike under the United States Constitution: theory, 
practice, and possible implications for Canada”, Canadian Labour and Employment Law Journal, 
Canadá, vol. 15, 2010, pp. 239-245.

34   Casal, Jesús María, op. cit., p. 21.
35   National Labor Relations Board, “The right to strike” (Entrada), en National Labor 

Relations Board. https://www.nlrb.gov/strikes 
36   Cornell Law School Legal Information Institute, “Fundamental right” (Voz), Wex Legal 

Dictionary, https://www.law.cornell.edu/wex/fundamental_right
37   Sobre la protección de la huelga en el Convenio núm. 87, véase Coelho Hernández, 

Anselmo, “La cuestión de la huelga: a propósito de la OIT y el Convenio 87”, Revista Jurídica del 
Trabajo, Uruguay, vol. 5, núm. 13, 2024, pp. 37-69.
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fines relativos a la negociación colectiva o la protección económica mutua.38 
Así, la titularidad del derecho a huelga corresponde a los trabajadores colecti-
vamente, quienes pueden ejercerlo incluso sin la presencia de una organización 
sindical.39

Visto lo anterior, aunque en el último supuesto no podremos hablar de la 
restricción a un derecho fundamental en los términos del ordenamiento jurídico 
estadounidense, la aproximación al asunto —que naturalmente será distinta— 
nos permitirá contrastar la permisividad de las limitaciones que se ejercen sobre 
derechos que son atribuidos por la ley, pero no revisten el carácter de funda-
mental, ni directa ni indirectamente.

III. Cuatro restricciones y cuatro evaluaciones

Corresponde realizar, de esta manera, un análisis de cuatro pronunciamientos 
de órganos jurisdiccionales, en los cuales se aplicaron medidas restrictivas al de-
recho a la huelga. Nuestra intención es comparar las aproximaciones de cada 
sistema al contenido del derecho, y el mecanismo que utilizaron para evaluar 
sus medidas restrictivas.

El orden en el que analizaremos estos pronunciamientos irá de mayor a me-
nor intensidad en cuanto a la protección del derecho, es decir, desde la eva-
luación más rígida a las medidas restrictivas, hasta la más permisiva. En cada 
caso, aludiremos sucintamente a los hechos juzgados, y nos centraremos en la 
valoración de las herramientas que utiliza el tribunal o corte para alcanzar su 
conclusión.

1. Precondiciones y contenido esencial en Guatemala: Corte IDH

En el caso Extrabajadores del Organismo Judicial vs. Guatemala, la Corte IDH decla-
ró la responsabilidad internacional del Estado por el despido de 65 trabajadores 

38   Estados Unidos, National Labor Relations Act, 29 U.S.C. § 157, (Sec. 7): “Employees shall 
have the right to self-organization, to form, join, or assist labor organizations, to bargain collecti-
vely through representatives of  their own choosing, and to engage in other concerted activities for the 
purpose of  collective bargaining or other mutual aid or protection [...]”.

39   En ese sentido, véase SCOTUS, Caso National Labor Relations Board vs. Washington Alumi-
num Co., 370 U.S. 9 (1962), sentencia de 28 de mayo de 1962.
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huelguistas tras haber declarado como ilegal su huelga.40 Nuestro interés recae 
en el análisis que realizó la Corte sobre el derecho a la huelga de los trabajado-
res; y en la convencionalidad de la declaración de ilegalidad de la huelga, que 
luego derivaría en el despido de los trabajadores.

En Guatemala, el derecho a la huelga ostenta un carácter fundamental,41 
pues se encuentra regulado en el Código del Trabajo y, para el caso de emplea-
dos públicos, en la Ley de Sindicalización y Regulación de la Huelga de los Tra-
bajadores del Estado. Con este marco jurídico aplicable fue que se estimó que la 
huelga sostenida por los trabajadores del Organismo Judicial en 1996 era ilegal, 
y, por ende, causal para el despido.

La norma vigente al momento de los hechos establecía como requisito para 
la huelga que los trabajadores debían “constituir por lo menos las dos terceras 
partes de las personas que trabajan en la respectiva empresa”.42 Además de este 
requisito general, por tratarse de un caso de trabajadores del Estado, la legalidad 
de la huelga dependía de: (1)el agotamiento de la negociación colectiva; (2) que 
versara sobre reivindicaciones económico sociales; (3) que no afectara un servi-
cio esencial, y (4) que se cumplieran los requisitos de ley.43

La Corte verifica el cumplimiento de los primeros tres requisitos, pues-
to que: (1) la negociación colectiva había tenido lugar entre 1994 y 1996 
infructuosamente;44 (2) las reivindicaciones exigidas recaían sobre aspectos eco-
nómicos de la relación entre los trabajadores y el Organismo Judicial, y (3) la ca-
lificación de servicio esencial no se extiende hasta la administración de justicia.45 
Así, la huelga fue declarada ilegal debido a que no se llevó a cabo el conteo de 
los trabajadores con deseo de acudir a huelga.

40   Corte IDH, Caso Extrabajadores del Organismo Judicial vs. Guatemala, excepciones prelimi-
nares, fondo y reparaciones, sentencia de 17 de noviembre de 2021, párrs. 39-50.

41   Constitución Política de la República de Guatemala, artículo 104.
42   Código del Trabajo de Guatemala, artículo 241 (c), cit. en Corte IDH, Caso Extrabaja-

dores..., párr. 36.
43   Corte IDH, Caso Extrabajadores..., cit., párr. 119.
44   Ibidem, párrs. 39-40.
45   El Comité de Libertad Sindical ha indicado, en ese sentido, que un servicio esencial es 

aquel cuya suspensión implica “la existencia de una amenaza evidente e inminente para la vida, 
la seguridad o la salud de toda o parte de la población”. Cfr. OIT, Recopilación de decisiones del 
Comité de Libertad Sindical, Ginebra, 2018, párr. 836.
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La Corte indica en un primer momento, basada en la doctrina de los órganos 
de control de la OIT, que los procedimientos previos para la convocatoria de 
huelga “configuraron una obstrucción arbitraria [...] para el ejercicio del derecho 
a la huelga”,46 dados los retrasos prolongados que en la práctica hacían imposi-
ble una huelga lícita. En relación con el requisito de las dos terceras partes, nue-
vamente aludiendo al Comité de Libertad Sindical,47 la Corte evaluó si “[esas] 
condiciones previas [...] resultan razonables y no afectan el contenido esencial 
del derecho a la huelga”.48

De modo que el análisis, a diferencia del postulado por la CIDH,49 no es uno 
de proporcionalidad, sino de evaluación del contenido esencial del derecho. 
La intangibilidad del contenido esencial de los derechos constituye el límite a 
los límites de este. Tal como indica Casal, “sería un contrasentido permitir que 
las leyes restrictivas reduzcan a cero los derechos constitucionalmente asegura-
dos [...] la categoría del contenido esencial sirve al objetivo de colocar frente al 
legislador un lindero infranqueable”.50 Dada la dificultad de la tarea de deter-
minación del contenido esencial de los derechos, se han intentado aproximar 
criterios para emprender dicha labor de forma sistematizada y razonada.

Desde la jurisprudencia se han señalado dos vías por las que se puede deter-
minar el contenido esencial: (1) su naturaleza jurídica, en cuyo caso son “aquellas 
facultades o posibilidades de actuación necesarias para que el derecho sea recog-
noscible como pertinente al tipo descrito y sin las cuales deja de pertenecer a 
ese tipo y tiene que pasar a quedar comprendido en otro desnaturalizándose”;51 
y (2) los intereses jurídicamente protegidos, razonamiento según el cual “se re-
basa o se desconoce el contenido esencial cuando el derecho queda sometido 
a limitaciones que lo hacen impracticable, lo dificultan más allá de lo razonable 
o lo despojan de la necesaria protección”.52 De la doctrina rescatamos el plan-
teamiento de que

46   Corte IDH, Caso Extrabajadores..., cit., párr. 122.
47   OIT, Recopilación..., cit., párr. 805.
48   Corte IDH, Caso Extrabajadores..., cit., párr. 125.
49   CIDH, Informe núm. 157/19..., cit., párrs. 89-95.
50   Casal, Jesús María, op. cit., p. 274.
51   Tribunal Constitucional, Sentencia 11/1981, cit., fundamento jurídico 8, España.
52   Idem.
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es preciso verificar si la restricción fijada por la ley despoja al derecho de rasgos o 
elementos fundamentales, hasta el punto de romper la concordancia con el corres-
pondiente modelo constitucionalmente asegurado [...] se ha dicho que “protección 
del contenido esencial significa en este sentido protección de la identidad”.53

En el caso de la huelga, si bien la Corte IDH no realiza explícitamente la 
operación de determinación, consideramos como contenido esencial la facultad 
de convocar y llevar a cabo una suspensión temporal de las labores como me-
dio para exigir reivindicaciones de orden socioeconómico. Así, la Corte indica 
que “una tasa de participación tan alta en el movimiento vuelve en la práctica 
imposible un movimiento de huelga legal, por lo que su imposición implica una 
restricción arbitraria”.54 La Corte pareciera, entonces, alcanzar su conclusión 
—a nuestro juicio— acertadamente, a través del segundo criterio planteado por 
la jurisprudencia, puesto que el derecho se habría hecho, en la práctica, nugato-
rio por impracticable, lo que además plantea una absoluta carencia de identidad 
entre lo pautado en la norma fundamental y el resultado luego de la limitación.

2. Servicios mínimos y proporcionalidad en España: 
Tribunal Constitucional

La medida que analiza el Tribunal Constitucional es la fijación de servicios mí-
nimos en una huelga convocada por la Unión General de Trabajadores, que 
presenta un recurso de amparo ante la sentencia confirmatoria de la resolución 
ministerial que fijó dichos servicios. La huelga en cuestión concernía a los tra-
bajadores de hostelería del Aeropuerto Internacional Adolfo Suárez (Madrid-
Barajas), y había sido convocada para las horas usuales de almuerzo en los seis 
días intermitentes durante el mes de diciembre de 2017, lo que terminó afec-
tando a 1216 trabajadores.55

El Tribunal analiza en este caso la motivación y proporcionalidad de la fija-
ción de los servicios mínimos, que consiste en una técnica admisible para “ase-
gurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad”, tal como 

53   Casal, Jesús María, op. cit., p. 292, con cita inter alia a Stern, Klaus, Das Staatsrecht der 
Bundesrepublik Deutschland, Múnich, Beck, 1994, t. III/2, p. 876.

54   Corte IDH, Caso Extrabajadores, cit., párr. 126.
55   Tribunal Constitucional, Sentencia 2/2022, 24 de enero de 2022, Antecedentes (I), 1-2, 

España.
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manda la Constitución.56 La OIT ha señalado que el establecimiento de servi-
cios mínimos, debería restringirse a los servicios esenciales —en sentido estricto 
o sobrevenidos— o en servicios públicos trascendentales.57 Tal condición no se 
controvierte en la sentencia, dado que hablamos de los servicios de alimenta-
ción en la “zona restringida o de aire” del aeropuerto,58 lo que se encuadra en el 
último supuesto indicado por la OIT.

En la sentencia se señala como cumplido el deber de motivación de los ser-
vicios mínimos, toda vez que la resolución argumenta y proporciona datos con-
cretos que permiten verificar la relación de la huelga con una posible afectación 
del derecho a la salud, alegando debidamente lo siguiente:

(a) la singularidad [...] de que el servicio se presta en una zona de acceso restringido 
[...] lo que dificulta la posibilidad de entradas y salidas y, por motivos de seguridad, 
que los pasajeros puedan introducir en ella cierto tipo de bebidas o alimentos; (b) el 
nivel de personas potencialmente afectadas [...]; (c) la circunstancia de que los paros 
se hubieran programado a la hora de la comida [...]; y (d) la existencia de limitadas 
alternativas para el acceso al alimento y la bebida vinculado a que prácticamente to-
dos los establecimientos [...] estaban afectados por la convocatoria de la huelga.59

Ahora bien, en lo que respecta a la proporcionalidad, el resultado al que arri-
ba el Tribunal es absolutamente distinto. Y es que los servicios mínimos fijados 
por el Ministerio eran nada más y nada menos que el 100 % de la zona restrin-
gida, es decir, todos los trabajadores de los 12 establecimientos ubicados en 
dicha zona. De modo que, la totalidad de los trabajadores debían cumplir sus 
labores con regularidad para mantener el mínimo de funcionamiento necesario 
por el interés general, lo que “supone no ya limitar sino privar íntegramente del 
ejercicio del derecho de huelga a los trabajadores de este sector de actividad”.60

En términos generales, cuando aludimos a la proporcionalidad, nos referi-
mos a la prohibición del exceso; evitar un sacrificio gratuito o innecesario en el 

56   Constitución de España, artículo 28, apartado 2.
57   OIT, Recopilación..., cit., párr. 866.
58   Tribunal Constitucional, sentencia 2/2022 de 24 de enero de 2022, fundamento jurí-

dico 5 (i), España.
59   Ibidem, fundamento jurídico 5 (iv).
60   Ibidem, fundamento jurídico 5 (v).
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goce de un derecho.61 De modo que el derecho debe ser limitado en justa me-
dida, al evaluar la relación entre los fines y medios del poder público y los dere-
chos subjetivos de los individuos.62 En otros términos, “resulta preciso propiciar 
el mínimo de sacrificio para los intereses constitucionales enfrentados, lo que 
habitualmente implica simultanear [las limitaciones]”.63 Así, el caso de la fijación 
de servicios mínimos frente a una huelga sólo debe requerir la prestación de los 
trabajos para la cobertura mínima de los derechos que el servicio satisface, sin 
alcanzar el nivel de rendimiento habitual de éste.64 De modo que debe limitarse 
a las operaciones esenciales y mínimas, garantizando que la huelga no se con-
vierta en inoperante.65

Al haber fijado los servicios mínimos en un 100 %, entonces, la resolución 
omitió considerar dos hechos clave que son traídos a colación por la sentencia: 
(1) en la zona restringida, el servicio de alimentación se presta de forma con-
currente entre los locales de atención personal —sujetos a al huelga— y las 
máquinas expendedoras automatizadas, y (2) el servicio que prestarían las má-
quinas expendedoras durante las horas de huelga sería reforzado mediante pre-
aviso.66 En ese sentido, señala el Tribunal correctamente que, de acuerdo con el 
régimen de servicios mínimos fijado, 

el servicio prestado por los establecimientos [...] se mantiene en la franja horaria de 
la huelga en el 100 % del habitual y, simultáneamente, se refuerza el servicio prestado 
por las máquinas expendedoras [por lo que] nada permite desmentir que en la franja 
horaria en la que se convocó la huelga la prestación del servicio esencial para la co-
munidad se desarrolló con un nivel de prestación superior al habitual.67

La conclusión revela la incoherencia con la lógica de mutuos sacrificios que 
debe imperar en una fijación de servicios mínimos. Se hace notar que la afecta-

61   Casal, Jesús María, op. cit., p. 189.
62   Ibidem, pp. 192-194.
63  Tribunal Constitucional, Sentencia 2/2022, 24 de enero de 2022, fundamento jurídico 

5 (ii), España.
64   Tribunal Constitucional, Sentencias 53/1986, 5 de mayo de 1986, fundamento jurídico 

3 y 183/2006, 19 de junio de 2006, fundamento jurídico 3, España.
65   OIT, Recopilación..., cit., párr. 874.
66   Tribunal Constitucional, sentencia 2/2022, 24 de enero de 2022, fundamento jurídico 

5 (v) (c), España.
67   Idem.
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ción únicamente se dio en el ámbito del derecho a la huelga, y que, por contra-
parte, el interés general no sólo no sufrió sacrificio alguno —que sería lo natural 
porque se pretende brindar únicamente una cobertura mínima—, sino que ade-
más fue protegido en tal medida, que el cumplimiento del servicio esencial se 
llevó a cabo con un nivel más alto del habitual, contrariando el mandato de 
proporcionalidad entre el sacrificio al derecho subjetivo y el beneficio al interés 
general. Así se configuró, sin duda, una prohibición en exceso, vulneratoria del 
derecho a la huelga, tal y como lo declaró el Tribunal Constitucional.68

3. Precauciones y legalidad en Estados Unidos: 
Corte Suprema de Justicia

Aunque anteriormente hemos establecido que, en el caso norteamericano, la 
huelga no constituye un derecho fundamental, no deja de ser de interés la aser-
ción que pronuncia la Corte Suprema en el caso Glacier Northwest Inc. Allí se eva-
lúa la aplicación de una preferencia de norma y sede ante conflictos laborales en 
los que el derecho civil es inaplicable; y las cortes carecen de competencia para 
conocer un caso dada la aplicación de las normas laborales federales —consa-
gradas en el National Labor Relations Act (NLRA)—, que además resuelve un 
conflicto de competencia asignando el caso a la NLRB.69

Sin embargo, lo que nos es de interés es el análisis que realiza la Corte sobre 
el derecho a la huelga y sus limitaciones —que, en este caso, significan la des-
aplicación de las normas laborales y el trámite del caso en las cortes ordinarias 
bajo el derecho civil—. Se plantea, entonces, un análisis de dos pasos para la re-
solución del caso: el sindicato tenía la carga de (1) promover una interpretación 
del NLRA que abarque los actos cometidos por sus afiliados, y (2) brindar su-
ficientes elementos probatorios para que el juez alcance la misma conclusión.70 
La Corte Suprema considera que no se cumplió con el segundo elemento.

La sentencia parece adoptar un modelo similar al que postulan Hernández 
y Rosenbaum, al sugerir que los aparentes conflictos entre derechos deben so-

68   Ibidem, fundamento jurídico 6.
69   SCOTUS, Caso Glacier Northwest, Inc. vs. International Brotherhood of  Teamsters, 598 U.S. 

(2023), sentencia, 1 de junio de 2023, pp. 2-3.
70   SCOTUS, Caso ILA vs. Davis, 476 U.S. 380 (1986), sentencia de 27 de mayo de 1986, 

p. 395.
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lucionarse a través de la definición de sus límites; es decir, determinar cuáles 
conductas están realmente amparadas por el derecho y cuáles no, fijando así el 
alcance de su aplicación.71 Concretamente —se explica—, el ejercicio de una 
huelga escapa de los confines de protección del NLRA, cuando los huelguistas 
no toman precauciones razonables para proteger la propiedad del empleador, 
ante daños inminentes, previsibles y graves derivados del cese de actividades.72 
El test de las precauciones razonables no implica ninguna acción en particular, 
sino que se ajusta al caso concreto.73

Así las cosas, según se describe en la sentencia, Glacier Northwest es una ce-
mentera cuya producción está supeditada a los pedidos de los clientes, que son 
entregados a través de camiones mezcladores. La naturaleza del material hace 
necesario su manejo expedito, ya que, de lo contrario, el proceso de secado haría 
al cemento inútil para los clientes. Se expresa, además, que si bien los camiones 
mezcladores —estando activos— ralentizan el proceso de secado, no lo detie-
nen indefinidamente.74

Es relevante señalar que el sindicato coordinó con sus afiliados el inicio de la 
huelga en medio del vaciado del cemento en los camiones, con el objeto de que 
fuera entregado a los clientes.75 Es decir, el cemento se encontraba en los ca-
miones al comenzar la huelga. Aunque la empresa tomó medidas de emergencia 
dirigidas a proteger los camiones —vaciando el cemento que, en última instan-
cia, se perdió definitivamente—, el test para las precauciones evalúa el riesgo de 
daño, no su realización.76 Así, se comprueba que los huelguistas no tomaron las 
medidas de precaución necesarias para la huelga, de modo que su conducta no 
estaba protegida por dicho derecho.

71   Hernández, Oscar y Rosenbaum, Jorge, “Conflictos y límites entre derechos funda-
mentales vinculados con el trabajo”, Revista Jurídica del Trabajo, Uruguay, vol. 4, núm. 11, 2023, 
pp. 194-198.

72   SCOTUS, Caso Glacier..., cit., p. 6.
73   Ibidem, p. 8.
74   Ibidem, p. 4, que señala: “In this business, time is of  the essence. Concrete is highly 

perishable —it begins to harden immediately once at rest. Ready-mix trucks can preserve 
concrete in a rotating drum [...] but only for a limited time. If  concrete remains in the rotating 
drum for too long, it will harden and cause significant damage to the truck”.

75   Ibidem, p. 7.
76   Idem.
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La Corte Suprema indica que, si bien es cierto que la huelga protege incluso 
aquellas conductas que pueden crear el riesgo de daño de bienes perecederos,77 
el caso no versa sobre el daño al cemento, sino sobre el riesgo a los camiones 
mezcladores. De modo que —se señala— la decisión del sindicato de comen-
zar una huelga en horas laborales, y no notificar al empleador, no exceden los 
límites de la huelga; lo que excede la protección es la decisión de comenzar la 
huelga habiéndose vaciado el cemento en los camiones, dada la ausencia de pre-
cauciones para protegerlos.

De esta manera, la SCOTUS considera que las conductas emprendidas por 
los chóferes escapan del ámbito de protección de la huelga, dado que estos to-
maron medidas para poner en un peligro real la propiedad empresarial y, frente 
a ello, no tomaron precauciones para mitigar ese riesgo, de modo que la con-
ducta mal podría ser calificada como protegida.78 Esto supondría, entonces, que 
no nos encontramos frente a una restricción del derecho, sino que sus fronteras 
no alcanzan a las conductas descritas, razón por la cual el legislador bien podría 
tomar medidas referidas a dichas conductas sin afectar el goce del derecho en 
cuestión.

4. Tradicionalidad y prohibición de la huelga en Alemania: 
Tribunal Constitucional

En Alemania, los maestros de escuelas públicas son considerados servido-
res públicos (beamte) y están sometidos a dicho régimen. Ello implica que los 
principios estructurales del servicio público les son aplicables, entre otros: 
(1) el deber de lealtad al empleador; (2) el principio de empleo de por vida y, 
(3) el principio de alimentación. En contraposición, su remuneración es fijada 
unilateralmente por el legislador, y tienen prohibido el ejercicio de la huelga.79

El Tribunal evalúa el caso de maestros empleados por los Länder, quie-
nes participaron en una huelga relativa a una negociación colectiva en el sec-
tor público, convocada por el sindicato Gewerkschaft Erziehung und Wissenschaft 

77   Ibidem, p. 9.
78   Ibidem, p. 12.
79   Sentencia BVerfG (Segunda Sala), 2 de junio de 2018 —2 BvR 1738/12—, párrs. 118-

120.
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(GEW).80 Por esta razón, los maestros serían despedidos posteriormente, como 
una medida disciplinaria. Se evalúa, así, si la medida de prohibición de la huelga 
está suficientemente justificada como restricción al derecho de libertad sindical, 
consagrado por la ley fundamental.

La restricción al derecho, se postula, es un principio del sistema del servi-
cio público. Para confirmar dicho estatus, la medida debe considerarse como 
tradicional y sustancial; es decir, encontrar su origen al menos en la práctica de 
la República de Weimar y estar vinculada a los fundamentos del Estado de de-
recho que consagra la ley fundamental como valores del Estado alemán.81 En 
un primer nivel, entonces, se considera como legítima la medida restrictiva, en 
tanto configura un principio del sistema de servicio público, puesto que se ve-
rifica efectivamente su carácter tradicional; y la sustancialidad se alega en tanto 
la sustracción de este principio del sistema alteraría en gran medida al sistema 
de servicio público alemán.

Considera, además, que la prohibición no afecta ilegítimamente a la libertad 
de asociación, en tanto la intervención no es irracional, dado que la huelga no 
es el único elemento de dicho derecho; por lo que su prohibición no resulta en 
la irrelevancia total de dicha libertad, ni la hace ineficaz.82 Parece pronunciarse el 
Tribunal, aunque sin aludir al concepto, a la idea del contenido esencial del dere-
cho, puesto que la medida restrictiva no afecta dicho contenido, es aún legítima.

Visto ello, el Tribunal también se pronuncia sobre la compatibilidad de dicha 
medida con las obligaciones internacionales de Alemania, en virtud del Conve-
nio Europeo sobre Derechos Humanos. La libertad de asociación, consagrada 
en el artículo 11, incluye el derecho de huelga;83 y esta sólo puede ser restringida 
por lo dispuesto en el apartado 2 del artículo —que incluye posibles restriccio-
nes a los trabajadores de la administración del Estado—.84 Partiendo de ello, 
el TEDH ha considerado legítimas las prohibiciones de huelga a funcionarios 
públicos, a aquellos cuyo trabajo implique el ejercicio de una autoridad estatal.85

80   Ibidem, párr. 140.
81   Ibidem, párrs. 147-149.
82   Ibidem, párr. 158.
83   TEDH, Caso Enerji Yapi-Yol Sen vs. Turquía, asunto núm. 68959/01, sentencia, 21 de 

abril de 2009, párr. 24.
84   TEDH, Caso Demir y Baykara vs. Turquía, asunto 34503/97, sentencia, de 12 de noviem-

bre de 2008, párrs. 107 y 119.
85   TEDH, Caso Enerji Yapi-Yol..., cit., párr. 32.
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La justificación de la medida en relación con el derecho internacional, pos-
tula el Tribunal, recae sobre (1) la condición de las huelgas de solidaridad como 
un elemento secundario de la libertad sindical; (2) la medida está prevista en ley 
y es necesaria en una sociedad democrática; (3) la medida no se justifica en el 
estatus privilegiado de los funcionarios, y (4) existen medidas compensatorias 
para que los servidores públicos puedan ejercer su derecho a la libertad sindical. 
Elaboraremos brevemente sobre todos esos puntos.

El Tribunal coincide con el TEDH en la consideración de que las huelgas de 
solidaridad —aquellas cuyo fin es apoyar reivindicaciones de terceros— repre-
sentan un elemento secundario del derecho a la libertad sindical, por lo que las 
medidas restrictivas a éste gozan de un mayor margen de apreciación estatal.86 
Esta idea, aunque odiosa, es ciertamente compatible con el sistema de protec-
ción de la libertad sindical y sus contenidos que han adoptado tanto el sistema 
europeo de protección de derechos humanos como la propia Alemania.

Los requisitos de legalidad y fin legítimo expuestos por el artículo 11 apar-
tado 2 se cumplen, en tanto la prohibición de huelga se encuentra explícita en 
las leyes federales y de los Länder; y cumple un fin legítimo para una sociedad 
democrática. Ello es la preservación de un sistema de carrera en el servicio pú-
blico que garantice la protección de los servidores, la prevalencia del Estado de 
derecho y el carácter despolitizado de la administración.

La sentencia desplaza el razonamiento de la medida, desechando el que otro-
ra planteara Turquía frente al TEDH y fuera considerado inconvencional. La 
razón que, según Turquía, justificaba su prohibición absoluta de sindicalización 
de los funcionarios públicos, era que gozaban de un estatus privilegiado. El 
TEDH consideró que ello no era suficiente para justificar la medida.87 Por el 
contrario, afirma el Tribunal, la prohibición de huelga no es una manifestación 
del estatus privilegiado de los servidores públicos, sino que es consecuencia de 
la interrelación de derechos y deberes derivados de los principios que afectan 
la función pública.88

Por último, en relación con la proporcionalidad de la medida, la OIT ha 
señalado que “cuando el derecho de huelga ha sido limitado o suprimido [...] 

86   TEDH, Caso National Union of  Rail, Maritime and Trasport Workers vs. Reino Unido, asunto 
núm. 31045/10, sentencia, 8 de abril de 2014, párr. 88.

87   TEDH, Caso Demir y Baykara..., op. cit., párr. 168.
88   Sentencia BVerfG (Segunda Sala), 2 de junio de 2018 —2 BvR 1738/12—, párr. 183.
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los trabajadores deben gozar de una protección adecuada, de suerte que se les 
compensen las restricciones impuestas [...]”.89 El Tribunal acredita que, en el 
caso alemán, ocurre precisamente ello. Los servidores públicos tienen derecho 
a participar en “organizaciones paraguas” y hacer oír sus voces por medio de 
ellas en el proceso de creación de normas relativas al servicio público;90 pero 
además gozan de empleo de por vida, y tienen derecho a exigir el cumplimiento 
del principio de alimentación de por vida.91

Así las cosas, el Tribunal concluye que la medida prohibitiva de la huelga no 
es, de manera alguna, una restricción ilegítima, visto que, desde el plano inter-
no, se configura como un principio tradicional del servicio público que se inte-
rrelaciona con otros que sirven como compensación; y, desde el internacional, 
cumple con los criterios que ha fijado el TEDH en relación con el derecho a la 
huelga y sus posibles restricciones; es decir, que la medida es legal, cumple con 
un fin necesario para una sociedad democrática y es proporcional.

Luego de esta sentencia, encontramos dos pronunciamientos opuestos de 
organismos internacionales sobre sus conclusiones. La OIT, de una parte, con-
sideró que la sentencia era contraria a los Convenios núm. 87 y núm. 98, dado 
que “prohíbe el derecho de huelga de los servidores públicos basados en su 
estatus, sin distinción de sus deberes y responsabilidades”,92 lo que es contra-
rio a la doctrina fijada por sus órganos de control. De otra parte, el TEDH si-
guió una línea argumental sumamente parecida a la planteada por el Tribunal 
y alcanzó la misma conclusión, encontrándose que Alemania no ha violado el 
contenido del artículo 11 del Convenio Europeo a través de la medida de pro-
hibición de la huelga.93

89   OIT, Recopilación..., op. cit., párr. 853.
90   Sentencia BVerfG (Segunda Sala), 2 de junio de 2018 —2 BvR 1738/12—, párr. 183.
91   Ibidem, párrs. 123-124.
92   OIT, Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, Obser-

vación adoptada en 2021 y publicada en la 110a. sesión de la Conferencia Internacional del Trabajo (2022). 
https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/en/f ?p=1000:13100:0::NO:13100:P13100_COM-
MENT_ID,P11110_COUNTRY_ID,P11110_COUNTRY_NAME,P11110_COMMENT_
YEAR:4118566,102643,Germany,2021

93   TEDH, Caso de Humpert y otros vs. Alemania, asunto núm. 599433/18 y otros, sentencia, 
14 de diciembre de 2023, párrs. 144-147.
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IV. A modo de corolario

En las líneas precedentes hemos observado cómo cuatro sistemas protegen 
y restringen al derecho de huelga en distinta medida; pero, además, utilizando 
evaluaciones diferentes para dichas medidas, cuando estas son impugnadas por 
vía judicial. Ahora esbozaremos unas breves conclusiones de lo expuesto hasta 
ahora, como cierre al comentario, fundado en (1) cómo la consagración cons-
titucional de la huelga afecta su protección; (2) cómo hay un uso disímil de cri-
terios de evaluación a las medidas restrictivas, y su utilidad; (3) cómo se podrían 
haber resuelto los casos de forma diferente entre los ordenamientos; y (4) si se 
puede, con base en esas ideas, presentar una noción común de la huelga y de la 
legitimidad de sus restricciones.

Hemos observado que existen tres paradigmas o supuestos de consagración 
constitucional de la huelga. Con el caso español como ejemplo vemos que la 
consagración explícita conduce a un mayor ámbito de protección, puesto que 
es el propio constituyente quien presenta las ideas nucleares del derecho en es-
pecífico.

De seguidas, aquellos sistemas que protegen a la huelga a través de la liber-
tad de asociación —libertad sindical— pueden generar una protección amplia, 
cuando la jurisprudencia se da la tarea de delinear los contornos de la huelga; 
o pueden ser útiles a restricciones muy rígidas, cuando se considera la huelga 
como sólo secundaria. Por último, no queda duda de que cuando la huelga no 
goza de carácter fundamental, las conductas típicas de una huelga son clasifica-
das como legítimas o ilegítimas a merced del legislador.

El uso de criterios por parte de la jurisprudencia evidencia un rico desarrollo 
jurídico de estos temas. En efecto, existen pruebas distintas para evaluar la legi-
timidad de las restricciones. Si pudiéramos coordinarlas para darles un uso siste-
mático, plantearíamos una regla compuesta, dígase: (1) deben conocerse los dos 
aspectos neurálgicos de la extensión del derecho —ello es, su contenido esencial 
y sus límites externos— para poder conocer cuáles conductas están protegidas 
absolutamente, cuáles pueden ser objeto de restricción y cuáles escapan de su 
alcance; y (2) la proporcionalidad de la medida restrictiva no debe evaluarse en 
abstracto, sino establecer una relación completa de la situación jurídica a los fi-
nes de hacer una correcta determinación de los beneficios y sacrificios subjeti-
vos a los que se sujeta el derecho.
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Nos atrevemos a afirmar que, frente a la misma plataforma fáctica, los or-
denamientos analizados bien podrían alcanzar conclusiones distintas. Podemos 
tomar los casos, por extremos, de la Corte IDH y el Tribunal Constitucional ale-
mán. Ambos se enfrentaban a la restricción de la huelga de servidores públicos; 
una de ellas a través de requisitos excesivos y otra a través de la prohibición to-
tal. Si intercambiáramos únicamente los hechos, la Corte IDH se pronunciaría, 
sin dudas, sobre la ilegitimidad de una prohibición total de la huelga, partiendo 
de su consagración en la Carta de la OEA y su protección por la CADH. El 
Tribunal Constitucional alemán, que ya consideró como legítima una prohibi-
ción total, seguramente también encontraría como legítima la imposición de 
requisitos que protegieran el sistema de servicio público de la ley fundamental. 
Aunque estamos en el espacio de lo especulativo, estas ideas sirven para valorar 
de mayor manera las distinciones en la protección que devienen, directamente, 
desde la configuración de los derechos.

Todo lo antes expuesto nos conduce a considerar una posible idea común 
de la huelga, en la medida en la que todos los sistemas la consideran a como un 
elemento fundamental de la libertad sindical, que sirve como medio de presión 
eficaz para lograr reivindicaciones socioeconómicas y que se manifiesta en la ce-
sación del trabajo por un tiempo determinado. Lamentablemente, lo mismo no 
puede presentarse con relación a las restricciones admisibles. Salvo por la regla 
que hemos anunciado anteriormente, pareciera que siquiera la prohibición total 
—en caso de servidores públicos— se escapa de los límites de lo posible. Lo 
cierto es que, en última instancia, brindar un carácter fundamental al derecho a 
la huelga protege a los trabajadores para exigir sus reivindicaciones, y la protec-
ción de esas conductas constituye un avance irreductible del derecho social y el 
derecho de los derechos en el último siglo, con miras a cristalizar en la justicia 
social como horizonte deseable.
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